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                                                                       Concepto 5631 

Bogotá, D.C., 30 de agosto de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 19 (parcial) de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005”.


Demandante: NELSON EDUARDO MENJURA GONZÁLEZ


Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO


Expediente D-9737 



Concepto 5631
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano NELSON EDUARDO MENJURA GONZÁLEZ contra el artículo 19 (parcial) de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 ‘por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios’ y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo demandado):
“LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)
Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012
CONGRESO DE LA REPÚBLICA
Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia,

DECRETA:
[…]
Artículo 19. La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 18A del siguiente tenor: 

 Artículo 18A. Sustitución de la medida de aseguramiento y deber de los postulados de continuar en el proceso. El postulado que se haya desmovilizado estando en libertad podrá solicitar ante el magistrado con funciones de control de garantías una audiencia de sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario por una medida de aseguramiento no privativa de la libertad, sujeta al cumplimiento de lo establecido en el presente artículo y a las demás condiciones que establezca la autoridad judicial competente para garantizar su comparecencia al proceso del que trata la presente ley. El magistrado con funciones de control de garantías podrá conceder la sustitución de la medida de aseguramiento en un término no mayor a veinte (20) días contados a partir de la respectiva solicitud, cuando el postulado haya cumplido con los siguientes requisitos: 

1. Haber permanecido como mínimo ocho (8) años en un establecimiento de reclusión con posterioridad a su desmovilización, por delitos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. Este término será contado a partir de la reclusión en un establecimiento sujeto integralmente a las normas jurídicas sobre control penitenciario; 

2. Haber participado en las actividades de resocialización disponibles, si estas fueren ofrecidas por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y haber obtenido certificado de buena conducta; 

3. Haber participado y contribuido al esclarecimiento de la verdad en las diligencias judiciales del proceso de Justicia y Paz; 
4. Haber entregado los bienes para contribuir a la reparación integral de las víctimas, si a ello hubiere lugar de conformidad con lo dispuesto en la presente ley; 5. No haber cometido delitos dolosos, con posterioridad a la desmovilización. 
Para verificar los anteriores requisitos el magistrado tendrá en cuenta la información aportada por el postulado y provista por las autoridades competentes. 

Una vez concedida, la sustitución de la medida de aseguramiento podrá ser revocada por el magistrado con funciones de control de garantías a solicitud de la Fiscalía General de la Nación o de las víctimas o de sus representantes, cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

1. Que el postulado deje de participar en las diligencias judiciales de su proceso de justicia y paz, o se compruebe que no ha contribuido al esclarecimiento de la verdad;

2. Que el postulado incumpla las condiciones fijadas por la autoridad judicial competente; 
3. Que el postulado no participe del proceso de reintegración diseñado por el Gobierno nacional para los postulados a la Ley de Justicia y Paz en desarrollo del artículo 66 de la presente ley. 

Parágrafo. En los casos en los que el postulado haya estado privado de la libertad al momento de la desmovilización del grupo al que perteneció, el término previsto como requisito en el numeral 1 del inciso primero del presente artículo será contado a partir de su postulación a los beneficios que establece la presente ley”. 
1. Planteamiento de la demanda

El accionante considera que la norma parcialmente acusada vulnera los artículos 1°, 2°, 6°, 13, 28, 29, 34 y 121 de la Constitución Política. Para llegar a esa conclusión, en primer lugar, considera que la disposición demandada quebranta el artículo 1° de la Carta Política debido a que ordena “[…] la imposición adicional de condiciones QUE NO HACÍAN PARTE DE LA ANTERIOR LEGISLACIÓN” y, como consecuencia de esto, se desconoce la voluntad del legislador de “[…] propiciar procesos de desmovilización masiva”. En desarrollo de lo anterior, el demandante señala que la normativa existente antes de la entrada en vigencia de la Ley 1592 de 2012, no establecía de manera específica la fecha a partir de la cual se debe contabilizar el tiempo necesario “[…] para el cumplimiento de la pena alternativa”
. 
Por otra parte, el actor afirma que el artículo parcialmente demandado viola el principio-derecho a la igualdad (art. 13 de la Carta) porque introduce nuevas exigencias para el cómputo del tiempo requerido para “[…] la contabilización de la pena alternativa, que supera en términos legales el tiempo máximo de vigencia de la Ley 975 de 2005 -8 años-”. Como consecuencia de estos requisitos adicionales, el demandante asegura que se quebrantan los principios de confianza legítima, “legitimidad jurídica” y de favorabilidad. Adicionalmente, en la demanda se expresa que la violación de los principios mencionados se corrobora además porque la disposición acusada (i) modifica las condiciones –que en su sentir eran más favorables- establecidas en la Ley 975 de 2005 (art. 9) y en los Decretos 4760 de 2005 (art. 3), 3391 de 2006 (arts. 6 y 7); y (ii) contraviene una sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogota (Sala de Justicia y Paz)
, según la cual, la ejecución de la pena alternativa debe contabilizarse desde la vigencia de la Ley 975 de 2005 (25 de julio de 2005), esto es, antes de la postulación.
De conformidad con esto, el demandante sostiene que “[…] los postulados antes referidos [cuya situación se regula por el numeral 1° del inciso 1° del artículo 19 de la Ley 1592 de 2012] estaban privados de la libertad y se les empezó a computar el tiempo desde el 25 de julio de 2005, y a quienes se desmovilizaron como parte del proceso de paz con las AUC [cuya situación se regula por el aparte demandado de la Ley 1592 de 2012] se les quiere computar desde el momento de la postulación lo que generaría una violación al artículo 13 de la carta política [sic]”. 

Así mismo, a juicio del demandante, el cambio de las condiciones en la norma demandada vulnera el principio de legalidad (art. 6 de la Constitución) y el derecho al debido proceso (art. 29 Superior) porque (i) la libertad de configuración legislativa “[…]no puede desconocer o vulnerar marco [sic] normativos vigentes en los cuales se desarrollaron proceso [sic] anteriores de desmovilización y consecuentemente cambiar las reglas de sometimiento a la justicia”; y (ii)  la norma es ambigua  y excesiva y, por lo tanto, vulnera el principio de tipicidad. 
Finalmente, en la demanda se concluye que el cambio introducido por el aparte acusado constituye una “burla” para quienes se desmovilizaron en el marco de la Ley 975 de 2005 y esto es así porque uno de los requisitos para solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento en aquellos eventos en los que el postulado haya estado privado de la libertad al momento de la desmovilización del grupo, es haber permanecido ocho años en un establecimiento de reclusión contados a partir de su postulación. A su turno, el demandante asegura que las solicitudes de postulación que se presentan por parte de los desmovilizados tardan mucho en decidirse, lo cual supone un perjuicio para ellos, en tanto que están privados de la libertad y ese tiempo de reclusión no se computa para la sustitución de la medida.   
 2. Problema jurídico

De acuerdo con la demanda, correspondería establecer si el aparte demandado del artículo 19  de la de la Ley 1592 de 2012, al exigir que para solicitar una medida sustitutiva a la de aseguramiento por parte de los postulados que hayan estado privados de la libertad al momento de la desmovilización del grupo al que pertenecieron, deberán –entre otros requisitos- haber permanecido al menos ocho años en un centro de reclusión contados desde el momento de su postulación, supone una violación a los derechos a la dignidad humana (art. 1 de la Constitución), igualdad (art. 13 de la Carta) y al debido proceso (art. 29 Superior), en tanto que modificó el ordenamiento legal anterior e impuso unas condiciones que, de acuerdo con el accionante, son más gravosas que las que existían con anterioridad a la entrada en vigencia de la norma acusada.  

3. Análisis constitucional
Para esta Jefatura la demanda presentada no cumple con los requisitos mínimos exigidos por el artículo 2 del Decreto 2067 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional para activar la jurisdicción constitucional. Por lo anterior, esta Vista Fiscal considera que ese Tribunal debería inhibirse de proferir un pronunciamiento de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda. 

Para demostrar lo anterior, se procederá a analizar por separado cada uno de los tres cargos propuestos por el actor de cara a las exigencias formales mínimas que debe cumplir una acción pública de inconstitucionalidad. 
(i) De acuerdo con el artículo 2 del Decreto 2067 de 1991 y la sentencia C-1052 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda) una demanda de inconstitucionalidad debe contener un verdadero cargo que a su vez debe señalar de forma clara el concepto de la violación. En ese sentido, no basta con reseñar las normas constitucionales que se estiman desconocidas, sino que es preciso también exponer el contenido normativo de estas. En desarrollo de lo anterior, es un deber del demandante exponer los contenidos materiales concretos de los artículos constitucionales que, a su juicio, se violan. 

Dicho en otros términos, no es suficiente con sostener que la disposición legal analizada viola, por ejemplo, el principio de dignidad humana (art. 1° de la Constitución), sino que, para determinar si eso efectivamente es así, el demandante debe acreditar que existe una verdadera oposición entre la Norma Superior y la Ley acusada. Ahora bien, para constatar si existe tal contradicción, es indispensable identificar el contenido concreto de la norma constitucional que se estima infringida para poder compararlo posteriormente con el de la norma demandada. 

En el caso sub examine el demandante no reseña de forma concreta cuál(es) contenido(s) normativo(s) del principio de dignidad humana se transgreden y, en consecuencia, las razones esgrimidas en la demanda por las que se considera que se ha violado la Constitución, no son específicas en tanto que no se estructuró el cargo de inconstitucionalidad. En efecto, en el escrito que contiene la demanda simplemente se señala que la violación al principio de dignidad humana se produce porque la norma acusada introduce nuevos requisitos para determinar el momento a partir del cual se contabilizan los ocho años que un desmovilizado debe haber estado recluido en un centro penitenciario para solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento. 
De esa situación no se deduce de forma inexorable que se ha violado el principio de dignidad humana. De hecho, para el Jefe del Ministerio Público, en este punto la demanda no despierta ni siquiera una mínima duda sobre la constitucionalidad del aparte legal demandado, porque si bien el accionante describe el contenido de la norma acusada, no hace lo mismo con la disposición constitucional que considera desconocida. Así las cosas, en la medida en que el control abstracto de constitucionalidad supone una comparación entre dos normas (una superior y otra inferior) para determinar si son compatibles y, de acuerdo con esto, atribuir una consecuencia (exequibilidad o inexequibilidad), en este caso no es posible realizar tal cotejo en tanto que no se definió el parámetro de constitucionalidad al cual debía adecuarse la norma demandada. 
(ii) El segundo cargo propuesto por el demandante –referente a una presunta violación al principio a la igualdad- no cumple con el requisito de suficiencia que es necesario para activar el control de constitucionalidad. A juicio de esta Vista Fiscal esto es así porque uno de los elementos centrales del principio de igualdad (art. 13 Superior) es su carácter relacional, es decir, que necesariamente debe tener dos escenarios de referencia o comparación para identificar si existe un trato igual o desigual. Pero además de esto, no basta con señalar que existen dos situaciones relativamente similares a las que se les está dando un trato diferente, sino que es imprescindible expresar las razones por las cuales ese trato diferente es irrazonable o inaceptable a  la luz de la Constitución, en la medida en que no toda diferenciación es indefectiblemente una discriminación.      
En este caso, aunque el demandante trata –con algunas dificultades- de delinear los dos escenarios que se deben comparar
 y concluye que hay un trato diferente, en la demanda no se encuentra ningún argumento tendiente a demostrar que ese trato diferenciado es una discriminación, esto es, una diferenciación irrazonable y desproporcionada. 

Ahora bien, si se llegare a aceptar que el cargo referente a la posible violación del principio a la igualdad está bien formulado, en todo caso éste no está llamado a prosperar porque la norma acusada regula hipótesis diferentes, debido a que no modifica las situaciones consolidadas de las personas que hubiesen accedido a los beneficios de la Ley 975 de 2005 con anterioridad a la entrada en vigencia de la disposición demandada. Como lo dijo esta Jefatura en el Concepto 5595 -(relativo a los expedientes D-9621 y D-9622, acumulados) que se profirió a propósito de una acción dirigida contra el mismo fragmento acusado en esta oportunidad-, no se presenta una violación al principio de igualdad porque: 
“[…] es evidente que el artículo 19 de la Ley 1592 de 2012 lo que establece son los requisitos que las personas que hayan sido postuladas a la aplicación de ese Estatuto,  de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10° de la Ley 975 de 2005 (pero no que hayan accedido o hayan sido elegidas), deben cumplir para que se les sustituya la medida de aseguramiento de privación de la libertad por otra no privativa de la libertad. Y particularmente el parágrafo único demandado, lo que hace es precisar uno de estos requisitos para las personas que ya se encontraban privadas de su libertad con anterioridad a su postulación por “delitos cometidos durante y con ocasión a su pertenencia al grupo al margen de la ley”, cual es el relativo al término mínimo en que la misma debió haber estado privada de la libertad. 

Esto último, en virtud de que estas personas, cuya pertenencia al grupo armado desmovilizado debió haberse establecido en la providencia judicial en donde se ordenó la privación de su libertad (parágrafo único del artículo 10° de la Ley 975 de 2005), en todo caso ya se encontraban privadas de su libertad (ya sea por condena o por medida de aseguramiento) para el momento en que el grupo armado al que pertenecían se desmovilizó y, por tanto, no fueron privadas de la libertad como consecuencia o con motivo de esa desmovilización”. (Negrillas fuera del original).
(iii) Finalmente, en relación con el cargo referente a la presunta vulneración del derecho al debido proceso (art. 29 de la Carta Política) y al principio de legalidad (art. 6 Superior), las razones esgrimidas no son pertinentes, específicas ni suficientes. Esto es así porque el argumento principal del accionante en este punto consiste en señalar reiteradamente que el artículo 19 de la Ley 1592 de 2012 introduce nuevos requisitos frente a la Ley 975 de 2005 y por eso es inconstitucional. 

Esto se corrobora si se observan varias expresiones que se utilizan en la demanda, en las cuales el cargo de inconstitucionalidad radica en la incompatibilidad existente entre la Ley 1592 de 2012 -parcialmente demandada- frente a las Leyes y Decretos existentes antes de su entrada en vigencia y que regulaban la materia. En efecto, se afirma por ejemplo que (i) la libertad de configuración legislativa “[…] no puede desconocer o vulnerar marco [sic] normativos vigentes en los cuales se desarrollaron proceso [sic] anteriores de desmovilización y consecuentemente cambiar las reglas de sometimiento a la justicia”; (ii) “[…] la norma objeto de cuestionamiento constitucional está introduciendo cambios sustanciales en la relación como se está manejando el tema de la libertad personal de los desmovilizados; y (iii) “La disposición objeto de reproche modifica estas condiciones [las de la Ley 975 de 2005]”. 
Como se observa, no existe un verdadero cargo de inconstitucionalidad porque no se expresan los motivos por los cuales esos cambios suponen la transgresión del derecho al debido proceso. Adicionalmente, esta Jefatura considera que aceptar la interpretación del accionante según la cual cualquier modificación a los requisitos establecidos en la Ley 975 de 2005 para la determinación del momento a partir del cual debe computarse el plazo para solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento es per se inconstitucional, llevaría a concluir que la Ley 975 es inmodificable por parte del legislador porque cualquier norma jurídica que pretenda reformarla violaría el derecho al debido proceso.     
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 19 de la Ley 1592 de 2012, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/VBR
� Aunque en la demanda no aparece el reproche de inconstitucionalidad frente a la norma acusada de forma explícita, esta Vista Fiscal entiende que éste consiste en que contabilizar los ocho años requeridos para poder solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento a partir de la postulación del solicitante a los beneficios de la Ley de Justicia y Paz cuando este se encuentre privado de la libertad al momento de la desmovilización del grupo al cual perteneció, afectaría también el momento desde el cual debe computarse el término para determinar si un desmovilizado cumplió la pena alternativa. Esto es así porque, para el accionante, el periodo de tiempo que el desmovilizado haya estado privado de la libertad antes de su postulación -es decir, previamente a la solicitud de sustitución de la medida de aseguramiento-  no se contabilizaría como un lapso efectivamente cumplido de la pena alternativa.   


� En la demanda se refiere que el radicado de esa providencia es el número 1100160002532008-83194; 1100160002532007-83070.


� Por un lado, los desmovilizados que estuvieren privados de la libertad antes de la entrada en vigencia de la norma demandada para quienes, según el accionante, los ocho años requeridos para solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento comenzaba a contarse desde la expedición de la Ley 975 de 2005. Por otra parte, las personas que estuvieren privadas de la libertad (i) al momento de la desmovilización del grupo al cual pertenecían; y (ii) con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley demandada; para quienes los ocho años requeridos para solicitar la sustitución de la medida de aseguramiento comenzaba a contarse desde la postulación a los beneficios de la Ley 975 de 2005.  
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